
CONSEJO DE ESTADO 
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN SEGUNDA - SUBSECCIÓN A 
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Consejero Ponente: GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ 

Bogotá, D.C., seis (6) de didiembre de dos mil dieciocho (2018) 

Radicación: 76001-23-31-000-2011-01477-01 (0681-16) 
Demandante: EDWIN HUMBERtO LASSO VELASQUEZ 
Demandado: DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD- DAS- EN 
SUPRESIÓN 

SE. 0077 
Acción de nulidad y restablecimiento del derecho - CCA. 

Procede la Sala a decidir el recuo de apelación interpuesto por la parte 

demandada, contra la sentenci det13 de octubre de 2015, proferida por el 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL VALLE DEL CAUCA, que accedió 

parcialmente a las pretensiones'1e la demanda. 

1»ANTECEDENTES 

1.1 La demanda 

El ciudadano EDWIN HUMBEFTO LASSO VELASQUEZ, por intermedio de 

apoderado, en ejercicio de la ación de nulidad y restablecimiento del derecho, 

consagrada en el articulo 85 del Decreto 01 de 1984, solicitó la nulidad del oficio 

DAS.SVAC-DIRS.JUR 2011-324501-&de 3 de mayo de 2011 (fls.2-4), suscrito por 

el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Departamento. Administrativo de 

Seguridad-DAS: (en proceso de supresión), que negó la solicitud de 

reconocimiento de la relación laboral entre la entidad y el peticionario, así como el 

consecuente reconocimiento y bago de las prestaciones reclamadas, petición 

elevada mediante escrito de 7 de abril del mismo año con radicado 1-2011-

324501-0, según obra a folios 5 aliB dial plenario. 

Como restablecimiento del derecho pidió que se ordene a la entidad demandada 

que reconozca la existencia de la relación laboral mencionada, a partir del 

momento en que fue vinculado como contratista, con todos los efectos salariales, 

prestacionales e indemnizatorios, a que haya lugar, tomando como referencia el 

cargo equivalente en código y grado que existía en la planta de personal de la 

entidad. 
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Radicación: 76001-23-31-000-2011-01477-01 (0681-16) 
Demandante: EDWIN HUMBERTO LASSO VELASQUEZ 

Demandado: DAS- EN SUPRESIÓN 

Acción de nulidad y restableclrtileñto del derechó - CCA, 

También solicitó que se condene a lá deMandada a devolver los dineros 

correspondientes a descuentos por retónciohes, gastos de seguridad social, 

subsidios de cajas de compensación familiar, palizas y demás sumas derivadas de 

la suscripción de lo§ contratos de prestacidn deseMcios celebrados con el DAS, y 

se condene al pago de costas procesales. 

1.2 Los hechos en que se fundan las pretensiones de la demanda, en síntesis, 

son los siguientes: 

• El señor EDWIN HUMBERTO LASO VELASQUEZ se vinculó al 

Departamento Administrativo de Segurtdad -DAS-, mediante contrato de 

prestación de servicios el 1 de marzo de 2005 para prestar sus servicios 

como escolta en el área de protección a personas en la ciudad de Cali, y 

estuvo vinculado hasta el 30 de junio de 2009, con una retribución mensual 

en el último año equivalente a la suma de $ 2.297.340.00. 

• Durante su vinculación, el actor estuvo sujeto a los horarios, lugares e 

instrucciones de funcionarios del DAS, que eran sus inmediatos superiores 

y que impartían órdenes sobre los parámetros de la prestación del servicio. 

• Que el cargo desempeñado fue el de "Ecolta" del servicio de protección a 

personas, en la ciudad de Cali. 

• El demandante debía además prestar los, servicios en los horarios, turnos y 

lugares establecidos por los superiores, qn los cuales tenía que encontrarse 

presto a cualquier llamado por partade !a entidad. 

• Los elementos con los cuales se dese,mpeñó como escolta, tales como 

vehículos, armas e instrumentos de corT!iunicación, eran suminisirados por 

la entidad, junto con las órdeneá específibas para su uso. 
II  

• El actor cumplía las mimas fur?ciores que los -escoltas vinculados 

directamente por la entidad, en cii!]dad o sede que los superiores 

asignaran, pero no recibía la misma remuneración. 

• Durante la prestación del servicio, el actor presentó varios informes escritos 

acerca de las actividades que ejecutaba.' 

1.3 Normas violadas y concepto de violación 

En la demanda se citaron como normas vulneradas las siguientes: De la 

Constitución Política, los artículos 1,2,4, 5 13, 25, 29, 63 y 122. 
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Radicación: 76001-23-31-000-2011-01477-01 (0681-16) 
Demandante: EDWIN HUMBERTO LASSO VELASQUEZ 

Demandado: DAS- EN SUPRESIÓN 

Acción de nutidab y restablecimiento de¡ derecho - OCA. 

C.C.A., artículos 131, 132, 135, 137 yss, y 152 Ss. 

Decretos 1932 y 1933 de 1989, 2164 12146 de 1989 y 377 de 2006. 

Explicó que los actos administrativos vujneran los derechos a la igualdad, al trabajo y 

al debido proceso del actor, quién1ha prestado sus servicios bajo los parámetros de 

una relación laboral y reglamentaria, sin que hasta el momento le hayan sido 

reconocidos los efectos económipos que de ella se derivan, en condiciones de 

equidad con los funcionarios de la entidad que desempeñan la misma labor. 

La conducta del DAS también evdendia, en criterio del actor, un desconocimiento 

absoluto del mandato de buena fe qu&deben seguir las actuaciones administrativas 

y dp los principios establecidos en la Constitución para las relaciones laborales, en 

especial la primacía de la realidadlsobile las formalidades y el reconocimiento de sus 

derechos mínimos como trabajador. 

Expuso el demandante que a partir de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, 

en particular de la sentencia C-154 de 1997, M.P. Hernando Herrera Vergara, 

cuando la alta Corporación estudio la demanda contra el artículo 32 de la Ley 80 de 

1993, la contratación que adelanten 'las entidades públicas corresponde a una 

función reglada del Estado que débe ajustarse a la normatividad vigente, y que las 

condiciones generales de los confratos no pueden pactarse de nianera caprichosa, 

sino que deben ajustarse a la naturpiezq y finalidad del contrato. 

Que una de las características deVcontrato de prestación de servicios es la completa 

autonomía e independencia con que el contratista presta sus servicios, y la 

temporalidad de sus funciones, las cuáles no se dan en el caso que se expone en la 

demanda. 

De otra parte, expone que en la planta de personal del DAS siempre existieron 

cargos de escoltas, y que su vinculación, no obstante el tiempo transcurrido, siempre 

lo fue mediante contratos de prestación de servicios de manera continua e 

ininterrumpida durante los cinco (53 años. 

Que la entidad violó la ley por cuanto a.pesar del tiempo transcurrido no implementó 

ni aumentó la planta de personal necesaria para cumplir sus funciones, con lo cual 

se transgredieron los artículos 30 y  87 de la Ley 443 de 1998,17 de la Ley 790 de 

2002, y se desatendieron varios Prece fientes sobre el contrato realidad. 

1.4 Contestación de la demanda 

El Departamento Administrativo de Seguridad -en supresión- mediante escrito 

visible a folios 109 a 13b, se opuso a las pretensiones de la demanda con base en 

los argumentos que se sintetizan a continuación: 



Radicación: 76001-23-31-000-2011-01477-01 (0681-16) 
Demandante: EDWIN HUMBERTO L4880 VELASQUEZ 

Demandado: DAS- EN SUPRESION 

Acción de nulidad y restablecimiento kei derechó - CCA. 

Adujó la demandada que no existe acto aminitrativo que pueda ser demandado 

ante la jurisdicción en este caso, quá el 3 oficio demandado es solo una 

comunicación la cual no es demandabé y  que se trataba de explicarle al 

solicitante las diferencias entre el contrato laboral y el de prestación de servicios. 

Manifestó que el programa de protección a perdonas amenazadas correspondía a 

una política de seguridad naóional a ca?go del Ministerio del Interior, que se 

ejecutaba a 'través de la Dirección General parb los Derechos Humanos y bajo la 

coordinación del Comité de Reglamentaci'6n y 'valuación de Riesgos, de la cual 

hacía parte el Departamento Administrattyo  da Seguridad. Que dicha actividad 

para la cual fue contratado el señor Lassq'Velsquez para brindar seguridad a un 

grupo poblacional en riesgo, no puede generar contrato o relación laboral, por 

cuanto dicha actividad no está enmarcad, dentro de los objetivos misionales del 

DAS a la luz del Decreto 643 de 2004, sino'que correspondía a una actividad 

coordinada con otras entidades del Estado en cpmplimiento de lo ordenado por los 

Decretos 1836 de 2002, 2816 de 2004, 4785 tde 2008, 4864 de 2009, 1740 de 

2010, 1030 y 955 de 2011, en desarrollo del programa de protección de derechos 
ç 

humanos. 

Explicó que el DAS, como parte de la Dirección General para, los Derechos 

Humanos, adquirió el compromiso de coorJinar el funcionamiento operativo de los 

esquemas de protección, en coordinación &n 4 Ministerio del Interior y el CRER1, 

por lo que tuvo que suscribir contratos dépredtación de servicios de escolta, ya 

que no contaba con el personal de planta skiticinte para cubrir la demanda. Por lo 

anterior consideró que debe integrarse ¿1 contradictorio, para 'lo cual se debe 

vinculadc$ a las anteriores entidades, adems dela Presidencia de la República y a 

la Policía Nacional. 
Li 

Argumentó que el artículo 50  de la Ley 89 de 1993 señala que: "los contratistas 

acatarán las órdenes que durante el desarrollo del contrato ellas les impartan", de 

manera que, seguir instrucciones, es un elemento del contrato de prestación de 

servicios, sin que ello pueda interpretarse qpmo 'subordinación. 

De otra parte, manifestó que 'dada esa qspeial labor, los contratistas debían 

ceñirse de manera estricta a las directrices del DAS, que vigilaba y. controlaba toda 

la actividad de los escoltas, sin que eso implicara subordinación, puesto que el 

demandante aplicaba su criterio para prestar correctamente las medidas de 

seguridad. 

Explicó que la entidad debía proveer las herramientas necesarias para prestar el 

servicio puesto que en su mayoría, se trataba de objetos de uso privativo del 

Estado. Que la vinculación al servicio públiFo es,de, naturaleza reglada, por lo que 

1 flnmit6 Hp Rnkmntnr',iñn u Punl,,nrk',n r1p RipQrn C 
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Radicación: 76001-23-31-000-201 1-01477-01 (0681-16) 
Demandante: EQWIN 1tJMBERT0  LASSO VELASQUEZ 

Demaqdado: DAS- EN SUPRESIÓN 

Acción de nulidad y restablecimiento del derecho - OCA. 

no es procedente consolidar derechos labórales mediante vías de hecho. 

Por último, propuso las excepcioçies çle caducidad de la acción, inepta demanda 

por falta de requisitós foçmales faltp de interés jurídico para obrar, falta de 

legitimación en la causa, eriqucimiento ¡licito e injustificado del actor, 

inexistencia de la obligación, pago, c trámite equivocado de, la demanda y la 

genérica. 

1.5 La sentencia de primera instancia 

El Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, en sentencia de 13 de octubre de 

2015 accedió parcialmente a las pretersiones de la demanda (folios 216-234). 

Como fundamento de la decisión el Tribunal expresó los siguientes argumentos: 

Desestimó la excepción de cadupidad, por cuanto el demandado confunde ésta 

con la prescripción. Que la caducidad se debe contar desde la fecha del acto 

administrativo demandado y no desde la fecha de terminación de cada contrato. 

Igualmente, desestimó la de inepta demanda, porque consideró en primer lugar, 

que el acto demandado corresponde a una efectiva manifestación de Voluntad por 

parte de la administración que inctde  en la situación jurídica de un particular, por lo 

que es procedente predicar su ilegalidad ante la -jurisdicción, y en segundo lugar, 

que existían suficientes arguments jurídicos y fácticos para reclamar la existencia 

de una relación laboral. 

Respecto de las  demás excepciores: frente a la de falta de legitimación, consideró 

que sin duda alguna es el DAS- en liqUidación, como entidad oficial la que emitió 

el acto acusado y celebró los cont1rato 1  cuestionados, y frente a las demás dijo que 

están directamente relacionada on la solución del problema jurídico, por lo que 

se resolverían en la decisión del fondo 'de la controversia. 

Expuso que de las pruebas docurpentçles presentes en el expediente se evidencia 

la configuración de los elementos esenciales de una relación laboral entre el DAS 

y el actor, puesto que el objeto de los contratos, las obligaciones asignadas al 

contratista y las múltiples directrices que impartía la entidad para el desarrollo de 

la labor, la asignación de tiempos y lugares de trabajo, así como la presentación 

constante de informes a funcionarios de planta, cristalizaron una clara 

dependencia del demandante respecto de la entidad. Para llegar a dicha 

conclusión se tuvo como precedente la sentencia de 23 de septiembre de 2010 de 

la Sección Ségunda - Subsección A del Consejo de Estado, MP. Dr. Alfonso 

Vargas Rincón, Rad. 0958-2009. 



Radicación: 76001.23-31-00 011-03477-01 (0681-16) 
Demandante: EDWIN HUMBE TO L.AtSO VELASQUEZ 

Demandado: DAS- EN SUPRESIÓN 

Acción de nulidad y restabIecitento del derecho - OCA. 

Destacó que no es procdente el pago de' la sánción moratoria, puesto que en el 

caso concreto, la sentencia es constitutiva del derecho y es partir de allí que las 

obligaciones se hacen exigibles, como tampoco se accedió al reconocimiento de 

primas especiales ni la condena en costa, por no haberse probado los hechos 

que las generan. 1 

Como restablecimiento del derecho, condenó'  al DAS a pagar el valor de las 

prestaciones sociales correspondientes a 1 un 'escolta de la institución en rango 

similar, generadas entre 1 de marzo de 2d05 el 30 de junio de 2009, incluyendo 

los aportes de salud y pensión ya cancelados por el actor durante el mismo 

periodo, tomando como base el promedio de toda la remuneración que hubiere 

recibido el actor durante el período descrito' 

Y 
Consideró que el pago periódico de los honorrrios y la prestación personal del 

1. 

servicio están debidamente acreditados, 
1
p0r lo que se configuran los demás 

elementos de la relación laboral. 

Teniendo en cuenta que la entidad contrató al actor porque el personal en planta 

era insuficiente, dedujo que el señor Lasso Velásquez cumplía las mismas 

funciones que los escoltas nombrados niEdiarite relación legal y reglamentaria, 

pero fue vinculado' de manera erróneaj mediante la figura dé¡ contrato de 

prestación de servicios.
li 

sucesión procesal entre el DAS y la Unidad 

De9artaiiento Administrativo de Seguridad 

la entrega de los procesos judiciales que 

1.6 Fundamento del recurso de apelación f 

El apoderado de la Unidad Nacional de Prhtecdíóri interpuso recurso de apelación 

contra el anterior fallo, con fundamento bn los argumentos que se resumen a 

continuación2: 

Primero: Que las actividades que dieron origen a la contratación del actor por 

orden de prestación de servicios, no corrsporSdían a una actividad misional del 

DAS, sino a una serie de obligaciones adquiridas por convenio con el Ministerio 

del Interior, para las cuales no contaba con e1 pqrsonal suficiente. 

2 Fnlinq 7R5 a 247 

á 1 

Por último, aceptó la existencia de una 

Nacional de Protección, puesto que'el 

en proceso de supresión, ya efectuó 

cursaban en su contra a la UNP. 



Radicación: 76b01-23-31-000-2011-01477-01 (0681-16) 
Demandante: EDWIN,UMBERT0 LASSO VELASQUEZ 

Demandado: DAS- EN SUPRESIÓN 

Acción de nuIidd y restablecimiento del derecho - CCA. 

Segundo: Que en ese marco, débió gsumir labores de coordinación de esquemas 

de seguridad y en consecuencia, cefóbró una serie de contratos de prestación de 

servicios en los cuales existía pléna áutonomía de los escoltas para desarrollar su 

actividad. Reiteró que la entidad debía supervisar la ejecución de los contratos, 

por la naturaleza misma del seçvicio; sin que ello constituyera una subordinación 

por parte de los contratistas. 

1.7 Alegatos 

Mediante auto de 7 de octubre Øe 2b16  se corrió traslado a las partes para que 

presentaran sus alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera 

concepto. 

La parte actora reiteró los argumentos expuestos en la demanda y en el recurso 

de apelación en relación con la configuración de todos los eleméntos de la relación 

laboral, dentro del desarrollo del»ontrato  de prestación de servicios entre el actor 

y la entidad. También solicitó laincluión de todos los emolumentos que el actor 

percibía mensualmente, entre ellos,  la prima de riesgo y los viáticos, así como la 

devolución de todos los gastos en los que incurrió el demandante para poder 

suscribir los contratos con la entidad. 

El Ministerio Público y la parte demahdada, guardaron silencio, según el informe 

secretaria] de 22 de noviembre de 2016, a folio 272. 

2. CONSIDERACIONES 

2.1.- Competencia 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 237 de la Constitución Política y 

con lo previsto en los artículos II, 12, 34 y  36 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria 

de Administraciónde Justicia, así conj.o de lo ordenado en el artícuJo 150 de la Ley 

1437 de 2011 CPAcA4  y en el artículo13 del Acuerdo 58 de 1999 expedido por la 

Sala Plena de esta Corporación5, la Sección Segunda del Consejo de Estado es 

competente para conocer del asunto de la referencia. 

22- Problema Jurídico 

De acuerdo con los motivos de inconformidad expuestos en el recurso de 

apelación, le corresponde a la Sala establecer establecer si entre demandante y el 

Departamento Administrativo de Seguiidad - D.A.S. existió una verdadera relación 

Folio 264. 
Modificado por el articulo 615 del Código General del Proceso. 

5 Mndifir.nrin nnr l rflrpiIn 1 Ini Ar;inrrin Al rin 2flfl> 
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Radicación: 76001-23-1-000-2011-01477-01 (0681-16) 
Demandante: EDWIN HUMBERTO L.ASSQ VELASQUEZ 

Demandado: DAS- EN SURSESIÓN 

Acción de nulidad y restablecimiento dq derecho - CCA. 

laboral que teflga como consecuencia el reconocimiento y pago de las 

prestaciones sociales que no devengó dprantç el tiempo en que permaneció 

vinculado contractualmente con la entidad. •1 

Para resolver el anterior interrogante la S(a sreferirá en primer lugar al marco 

normativo y jurisprudencial del contrato de :Preación de servicios y del contrato 

realidad, para luego contrastarlo con las pryebas apodadas y concluir si le asiste 

razón al apelante. 

2.3.- Marco normativo yjurisprudencial. 

-t 

La Constitución Política de 1991, contempló en el Capítulo II, de la función 

pública, lo siguiente: 

«Art. 122.- No habrá empleo público que po tenga funciones detalladas en ley 
o reglamento y para proveer los de carácte& remunerado se requiere que 
estén contemplados en la respectiva plana y pçevistos sus emolumentos en el 
presupuesto correspondiente. (Inc. 10)... ¡ 
"Art. 125.-Los empleos en los órganos y Intidádes del Estado son de carrera. 
Se exceptúan los de elección popular, 1os de libre, nombramiento y remoción, 
los de trabajadores oficiales y los demás que dtermine la ley". 

De acuerdo con las citadas normas, nuestro régimen jurídico tiene previstas tres 

clases de vinculaciones con entidades del Estado que tienen sus propios 

elementos tipificadores, a saber: a) De loS empleados públicos (relación legal y 

reglamentaria); b) De los trabajadores oficjples(relación contractual laboral) y c) 

De los contratistas de prestación de servicios (relación contractual estatal). Si en 

el caso de los contratos de prestación de servicios se llegan a desdibujar sus 

elementos esenciales, corresponderá decidir, a la justicia ordinaria, cuando la 

relación se asimile a la de un trab'ajadoroflcial o, a la jurisdicción contencioso 

administrativa, cuando el contratista desarrolle el objeto del contrato ejerciendo las 

mismas funciones que corresponden a un cargo de empleado público. 

Respecto a la carga probatoria que tiene quien pretenda obtener a su favor los 

beneficios del contrato de trabajo, vale la pena destacar las orientaciones 

señaladas por la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 10  de junio de 2004, 

con radicación 21554: 
u 

"Es verdad que el artículo 24 del Código. Sustantivo del Trabajo consagra la 
presunción de que toda relación de trabajo personal se entiende regida por un 
contrato de trabajo, frente a la cual fa jurisprudencia reiterada de esta 
Corporación ha sido del criterio de que quien la ale que en su favor tiene que 
demostrar la prestación personal del selvicio para entenderse cobijada por 
ella, mientras que al beneficiario de dicha prestación es a quien le 

1 



Radicación: 7Q001-23-31-000-2011-01477-Ol (0681-16) 
Demandante: EDWIN HUMBERTO LASSO VELASQUEZ 

Demandado: DAS- EN SUPRESIÓN 

Acción de nulidad y restablecimiento del derecho - CCA. 

corresponde desvirtuar que en la misma no existe el elemento de la 
subordinación (Subrayas de Id Sala)". 

2.4. - Del contrato de prestación deservidos con entidade&públicas 

La contratación-por prestación de servicios con el Estado ha sido desarrollada por 

nuestra legislación a través del D. L. 222 de 1983, la Ley 80 de 1993 y más 

recientemente por la Ley 190 de1995. La Ley 80 en su artículo 32, dispone: 

"3. Son contratos de prestación de servicios los que celebren las 
entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la 
administración o fuhciona*ifento de la entidad. Estos contratos sólo 
podrán celebrarse con personas naturales cuando dichás actividades 
no puedan realizarse con 1qerso'hal de planta o requieran conocimientos 
especializados. 1 11 

En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones 
sociales y se celebrarán por 

ç 
 el término estrictamente indispensable".

il  

En sentencia C-154-976  la Corte Constitucional, al estudiar la demanda de 

inconstitucionalidad contra apártes- de la norma transcrita, estableció las 

características del contrato de prestación de servicios y sus diferencias con el 

contrato de trabajo, concluyendo que: 

'el elemento de subordinación o dependencia es el que determina la 
diferencia del contrato laboral frente al de prestación de servicios, ya que 
en el plano legal' ddbe entenderse que quien celebra un contrato de esta 
naturaleza, como el previstq en la norma acusada, no puede tener frente 
a la administración sino la calidad de contratista independiente sin 
derecho a prestaciones sociales; a contrario sensu, en caso de que se 
acredite la existencia de un trabajo subordinado o dependiente consistente en 
la actitud por parte de la administración contratante de impartir órdenes a 
quien presta el servicio con respecto a la ejecución de la labor contratada, así 
como la fijación de horado detrabajo para la prestación del servicio, se tipifica 
el contrato de trabajo con derecho al pago de prestaciones sociales, así se le 
haya dado la denominación' de un contrato de prestación de servicios 
independiente" (El resaltado es de la Sala). 

Adicionalmente, el artícUlo 20  del Dec'réto 2400 de 1968, modificado por el Decreto 

3074 del mismo año, norma que e eiicuentra vigente, dispuso: 

'Se entiende por empleo el conjunto de funciones señaladas por la 
Constitución, la ley, el reglamento o asignadas por autoridad competente que 
deben ser atendidas por una persona natural. 

Empleado o funcionado es la persona nombrada para ejercer un empleo y que 
ha tomado posesión del mismb. 

Los empleados civiles de la Rama Ejecutiva integran el servicio civil de la 
República. 

Quienes presten al Estado Servicios ocasionales como los peritos obligatorios, 

C.M. ('.nntit,,nir,nnI .pntpnrin riel iq rip mnr7r rIp 1 q7  U P l-lprnnndn krrrn /prnnrn 



Radicación: 76001-23-31-000-21011-01 477-01 (0681-16) 
Demandante: EDWIN HUMBERTO LASSO VELASQUEZ 

Demandado: DAS- EN SUPESIÓN 

Acción de nulidad y restablecimiento del derecho - CCA, 
ti  

como los jurados de conciencia o de votación; temporales, cómo los técnicos y 
obreros contratados por el tiempo de ejebucióh de un trabajo o una obra son 
meros auxiliares de la Administraci6p Ppblíca y no se consideran 
comprendidos ,en el servicio civil, por nc pertenecer a sus cuadros 
permanentes. 

Para el eiercicio de funciones de carácter permanente se crearán los empleos 
correspondientes, y en ninqún caso, podrán celebrarse contratos de 
prestación de servicios para el desempeño de tales funciones". 

•4 ¼' 

La parte subrayada ,fue demandada ante Ia"Corté Constitucional, que en sentencia 

C-614 de 2009, señaló entre otros criterios, la" permanencia como un elemento 

más que indica la existencia de una verdadra rlación laboral. 

II ) 
2.5 - Limitaciones leqales a la utilización del contrato de prestación de 

servicios. 

Si bien la legislación colombiana ha previsté la niosibilidad de acudir al contrato de 

prestación de servicios en los casos y paré' los fines previstos en el artículo 3° de 

la Ley 80 de 1993, de igual forma, se han establecido limitantes para evitar el 

abuso de esta figura jurídica. 

El articulo 7 del Decreto 1950 de 1973 prevté que 'en ningún caso podrán 

celebrarse contratos de prestación de servicios para el desempeño de funciones 

públicas de carácter permanente, en cuyo 'caso se crearán los empleos 
'1 

correspondientes mediante' el procedimiento que se señala en el presente 

Decreto (..) la función pública que ifnp?ique el ejercicio de la autoridad 

administrativa no podrá ser objeto de contrato ni delegarse en el personal 

vinculado mediante esta modalidad" (resaltado fuera de texto). 

En este sentido, el Decreto 2503 de 198 define el empleo de la siguiente 

manera: 

"ARTICULO 2o. DE LA NOCION DE EMPLEO. Se entiende por empleo el 
conjunto de funciones que una persona natural debe desarrollar y las 
competencias requeridas para llevarlas a cabo, con el propósito de satisfacer 
el cumplimiento de los planes de desarrollo ylos fines del Estado. 

Las funciones y los requisitos específico 's para su ejercicio serán fijados por 
las respectivas entidades)  con sujeción' a los generales que establezca el 
Gobierno Nacional de acuerdo con los parámetros señalados en el artículo 50  
de este decreto, salvo para aquellos empleos cuyas funciones y requisitos 
estén señalados en la Constitución Polítida o en leyes especiales". 

Así mismo, la Ley 909 de 2004, por la cual ¿
1
e expiden normas que regulan el 

empleo público, la carrera administrativ9, gecencia pública y se dictan otras 

disposiciones, dispuso en materia de emplo público: 

Por el cual se establece la naturaleza general de las funciones y los requisitos generales para los diferentes empleos 
públicos de las entidades del Orden Nacional a las cuales se pplica 1?. Ley 443 de 1998 y  se dictan otras disposiciones, 
publicado en el Diario Oficial No. 43.449 del 11 de diciembre de 1998. 
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"Art. 19 El Empleo Público. 

1. El empleo público es el núcleo básico de la estructura de la función pública 
objeto de esta ley. Por empleo se entiende el conjunto de funciones, tareas y 
responsabilidades que se ésignn a una persona y las competencias 
requeridas para llevarlas a cabo, con el propósito de satisfacer el 
cumplimiento de los planes de desarrollo ylos fines del Estado. 

2, El diseño de cada empleo debe contener 

a) La descripción del cqnten'ido funcional del empleo, de tal manera que 
permita identificar con claridad las responsabilidades exigibles a quien sea su 
titular; 

b) El perfil de competencias que se requieren para ocupar el empleo, 
incluyendo los requisitos de estudio y experiencia, así pomo también las 
demás condiciones para el acceso al servicio. En todo caso, los elementos del 
perfil han de ser coherentes'bon las exigencias funcionales del contenido del 
empleo; 

c) La duración del empleo siempre que se trate de empleos temporales" 

Además, para que una personá natural desempeñe un empleo en calidad de 

empleado público'(relación legal y eg lamenta ria), es preciso que se realice su 

ingreso al servicio pública en la forma establecida en la ley, vale decir, requiere de 

la designación Válida (nombramientó o elección, según el caso) seguida de la 

posesión, previo a ejercer las funciones propias de dicho empleo. 

Otra limitación fijada en la leS'  para evitar el uso indebido del contrato de 

prestación de servicios se encudntra prevista en la Ley 790 de 2002, por medio de 

la cual se expiden disposiciones para adelantar el programa de renovación de la 

administración .pública y se otorgan unas facultades extraordinarias al Presidente 

de la República, la cual consagra en su capítulo de disposiciones finales lo 

siguiente: 

'ARTICULO 17. PLANTAS DÉ PERSONAL. La estructura de planta de los 
Ministerios, los Departamentos Administrativos y los organismos o las 
entidades públicas del orden nacional tendrán los carqos necesarios para su 
funcionamiento. En niriqún caso los Ministerios, los Departamentos 
Administrativos y los orqanisinos o las entidades públicas podrán celebrar 
contratos de prestación de servicios para cumplir de forma ,3ermanente las 
funciones propias de los carqos existentes de conformidad con los decretos 
de planta respectivos. 

En el evento en que sea necesario celebrar contratos de prestación de 
servicios personales, el Ministro o el Director del Departamento 
Administrativo cabeza del sector respectivo, semestralmente presentará un 
informe al Congreso sobre el particular. 

PARÁGRAFO. A partir de la entr?da en vigencia de la presente ley, las 
entidades no podrán celebrar contratos de prestación de servicios con 
personas naturales, con la finalidad de reemplazar cargos que se supriman 
dentro del programa de reno Vaciórflde 'la administración pública" (subrayado 
fuera de texto). 

Por su parte, la Ley 734 de '2002, por la cual se expide el Código Único 

Disciplinario, establece en el artículo 48 corno falta gravísima: 
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"29. Celebrar contrato de prestación cié servicios cuyo objeto sea el 
cumplimiento de funciones públicas o: administrativas que requieran 
dedicación de tiempo completo e impliquen subordinación y ausencia de 
autonomía respecto del contratista, salvo fha excepciones legales". 

Como puede observarse,, el ordenamieito jurídico ha previsto no sólo la 

prohibición de celebrar contratos de prestációril de servicios para llevar a cabo 

funciones propias previstas en la ley o en lo reglamentos para un empleo público, 

sino que también sanciona al servidor que lealide dicha contratación por fuera de 

los fines contemplados en el estatuto de cotktratatión  estatal. 

El articulo 32, numeral 3.° de la Ley 80 de 1-993 consagró el contrato de prestación 

de servicios corno aquel que «[...] que ¿eleben las entidades estatales para 

desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la 

entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarsé' con personas naturales cuando 

dichas actividades no puedan realizarse 'con personal de planta o requieran 

conocimientos especializados. En ningún caso €estos  contratos generan relación 

laboral ni prestaciones sociales y se celebrarkn por el término estrictamente 

indispensable»8. 1' 

Al referirse sobre la constitucionalidad de las expresiones «no puedan realizarse 

con personal de planta o» y «en ningún caso E...] generan relación laboral ni 

prestaciones sociales», la Corte ConstitucibnaL en la sentencia C-1 54 de 19 de 

marzo de 1997, precisó las diferencias entrp el contrato de prestación de servicios 

y el de carácter laboral, para lo cual destacó que el elemento de subordinaóián o 

dependencia es el que determina la diferencia'  del contrato laboral frente al de 

prestación de servicios, ya que quien celebrá un contrato de prestación de 

servicios no puede tener frente a la administración sino la calidad de contratista 

independiente sin derecho a prestaciones socia(es; a contrario sonsu, en caso de 

que se acredite la existencia de un trabajo lubordinado o dependiente consistente 

en la actitud por parte de la administración bontratante de impartir órdenes a quien 

presta el servicio con respecto a la ejecucn dé la labor contratada, así como la 

fijación de horario de trabajo para la prestación del servicio, se tipifica el contrato 

de trabajo con derecho al pago de prestaciones 'sociales, así se le haya dado la 

denominación de un contrato de prestación 
 15 
de srvicios independiente. Esto dijo la 

Alta Corporación: 

[ ... ] 3. Características del tontrato de prestación de servicios y sus 
diferencias con el contrato de trabajo. 

El contrato de prestación de servicios a que se refiere la norma demandada, 
se celebra por el Estado en aquellos eventos en que la función de la 
administración no puede ser suministrada pó personas vinculadas con la 

° Los apartes subrayados fueron declarados condicionalmente equibleb por la Corte constitucional, mediante la sentencia 
('.1 AA rlø 1 007 Mnlcfrndn Pnnpnln flr Hprnnnrin krrpr' \Iprr,r 
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entidad oficial contratante o' cuando requiere de conocimientos 
especializados, para lo cual Se establecen las siguientes características: 

a-- La prestación de servicios vérsa sobre una obligación de hacer para 
ejecución de labores en razón de la experiencia, capacitación y formación 
profesional de una persona en delerminada materia, con la cual se acuerdan 
las respectivas labores profesJonales. 

b-- El objeto contractual lo ponforma la realización temporal de actividades 
inherentes al funcionamiento de la entidad respectiva, es decir, relacionadas 
con el objeto y finalidad para la cual fue creada y organizada. Podrá, por esta 
razón, el contrato de prestcián, de servicios tener también por objeto 
funciones administrativas en los términos que se establezcan por la ley, de 
acuerdo con el mandato constitucional contenido en el inciso segundo del 
artículo 210 de la Constitución Política, según el cual",.. Los particulares 
pueden cumplir funciones adminidtrativas en las condiciones que señale la 
ley. 't 

c.- La autonomía e independencia del contratista desde el punto de vista 
técnico y científico, constituye el elemento esencial de este contrato. Esto 
significa que el contratista dispone de un amplio margen de discrecionalidad 
en cuanto concierne a la ejecución del objeto contractual dentro del plazo 
fijado y a la realización de la lbor, begún las estjpulaciones acordadas. 

Es evidente que por regla general la función públiqa se presta por parte del 
personal perteneciente a da entidad oficial correspondiente y sólo, 
excepcionalmente, en los csos previstos, cuando las actividades de la 
administración no puedan relizarse con personal de planta o requieran de 
conocimientos es$cializad9, aquellas podrán ser ejercidas a través de la 
modalidad del contrato de prestación de servicios. 

d.- La vigencia del contrato es temporal y, por lo tanto, su duración debe ser 
por tiempo limitado y el indispensable para ejecutar el objeto contractual 
convenido. En el caso de quç las actividades con ellos atendidas demanden 
una permanencia mayor e indefinida, excediendo su carácter excepcional y 
temporal para convertirse en,. ordinario y permanente, será necesario que la 
respectiva entidad adopte las, mecidas y provisiones pertinentes a fin de que 
se dé cabal cumplimiento a lo previsto en el articulo 122 de la Carta Política, 
según el cual se requiere que el empleo público quede contemplado en la 
respectiva planta y previstos sus 'emolumentos en el presupuesto 
correspondiente. 

Por último, teniendo en cuenta el grado de autonomía e independencia del 
contrato de prestación de servicios de que trata el precepto acusado y la 
naturaleza de las funciones desarrollada, no es poible admitir confusión 
alguna con otras formas contractuales y mucho menos con los elementos 
configurativos de la relación ,  laborál, razón por la cual no es procedente en 
aquellos eventos el reconocimiento de los derechos derivados de la 
subordinación y del contrato de trábajo en general, pues es claro que si se 
acredita la existencia de las características esenciales de éste quedará 
desvirtuada la presunción establecida en el precepto acusado y surgirá 
entonces el derecho al pag'o dq las prestaciones sociales en favor del 
contratista, en aplicación del principio de la primacía de la realidad sobre las 
formas en las relaciones de trabajo. 

Como es bien sabido, el contrato de trabajo tiene elementos diferentes al de 
prestación de servicios independientes. En efecto, para que aquél se 
configure se requiere la existencia de la prestación personal del' servicio, la 
continuada subordinación laboral y la remuneración como contraprestación 
del mismo. En cambio, en el contrato de prestación de servicios, la actividad 
independiente desarrollada, puede provenir de una persona jurídica con la 
que no existe el elemento de la subordinación laboral o dependencia 
consistente en la potestad de impartir órdenes en la ejecución de la labor 
contratada. 

Del análisis comparativo de las dos modalidades contractuales -contrato de 
prestación de servicios y contrato de trabajo- se obtiene que sus elementos 
son bien diferentes. de manera aup cada uno de ellos reviste sinciularidades 
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propias y disímiles, que se hacen in?onfupdibles  tanto para los fines 
perseguidos como por la naturaleza y objeto delos mismos. [ ... }". 

Conforme con la providencia en cita se'z puede concluir que el contrato de 
11 prestación de servicios es aquel por el, cual se vincula excepcionalmente a una 

persona natural con el propósito de, suplir actividades relacionadas con la 

administración o funcionamiento de la 'entidad yio para desarrollar labores 

especializadas que no puede asumir el personal de planta. 

En ambos casos no se admiten los elementos de subordinación ni de dependencia 

por parte del contratista, y se deben clebrar por el término estrictamente 

indispensable. 

En este sentido, las entidades pueden suscribir contratos de prestación de 

servicios porque así lo autoriza el artículo 3,2, nymera] 3.0  de la Ley 80 de 1993, 

pero tales contratos deben celebrarse dentro  de,¡ término estrictamente necesario, 

dada su nattraleza temporal, pues si, la 
1 
 admihistración desborda tales 

presupuestos se estructura el denominado «Contrato realidad», figura que se 

estructura con lo  elementos de prestación personal, subordinación o dependencia 

y remuneración. 

Igualmente, la Sección Segunda de ésta Corporación en sentencia del 4 de 

febrero de 2016, expediente 0316-14, consejero ponente Gerardo Arenas 

Monsalve, estableció cuáles eran los elementos 
,
de la relación laboral así: 

(i) Subordinación o dependenciá continuadp: se refiere al cumplimiento de 

órdenes por parte del servidor públicoen cualquier momento, en cuanto 

al modo, tiempo o cantidad de trapajo,,  

(ji) Permanencia: le corresponde a la parte actora demostrar que la labor es 

inherente a la entidad. 

'iiQ Equidad o similitud, es la pauta de 'pmpración con los demás empleados 

de planta, requisitos necesarios éstabíecidos por la jurisprudencia, para 

aclarar si existió una verdadera relació'n laboral. 

Sin embargo, también precisó la Corporación qúe por el hecho de que se declare 

la existencia de la relación laboral y puedan reconocerse derechos económicos 

laborales a quien fue vinculado bajo la mtda1i0ad de contrato de prestación de 

servicios que ocultó una verdadeça relación laboral, no se le puede otorgar la 

calidad de empleado público, dado que para ello es indispensable que se den los 

presupuestos de nombramiento o elección y su correspondiente posesión. 
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De todo lo expuesto se extrae que para demostrar la configuración del contrato 
1 

realidad la parte demandante debe probar la actividad personal, Ja permanencia, la 

continua subordinación o dependencia del trabajador respecto del empleador, que 

faculta a éste i5ara exigirle el cumplimiento de órdenes, en cualquier momento, en 

cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo, de manera continuada y una 

retribución del servicio. 

Posición de la Sección Segunda del Consejo de Estado frente al contrato 

realidad. Sentencia de Unificación gUJ2 No.005116 

A través de sentencia de unificación ,jurisprudencíal 005/16 del 25 de agosto de 

2016, dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho radicado 

interno 0088-15 se estableció que el contrato realidad se configura cuando «[...] 

se constata en juicio la continua prestación de servicios personales remunerados, 

propios de la actividad misional se la ¡entidad contratante, para ejecutarlos en sus 

propias dependencias o instalacipnes con sus elementos de trabajo, bajo sujeción 

de órdenes y condiciones de desempeño que desbordan las necesidades de 

coordinación respecto de verdaderos contratistas autónomos, para configurar 

dependencia y subordinación propia de las relaciones laborales>). 

A partir de lo anterior, la Corporación unificó su posición frente a la forma en que 

deben ser reconocidas las prestaciones sociales y salariales de aquellos 

empleados que demuestran una verdadera relación laboral, con la finalidad de 

acoger el criterio más favorable a los peticionarios que acuden ante la jurisdicción 

de lo contencioso administrativq, en aras de obtener el reconocimiento de los 

derechos que eran inherentes a una relación laboral pero que la Administración 

disfrazó con la suscripción de un Fontrato  estatal. 

Al efecto dijo la Corporación: 

[•.1 resulta imperioso unificar el precedente con el fin último de acoger el 
criterio que sea más favorable a los ciudadanos que acuden ante la justicia 
contencioso-administrativa en busca de obtener el reconocimiento de los 
derechos que eran inherentes a una relación laboral pero que .la 
Administración disfrazó con la suscripción de un contrato estatal, para lo cual 
ha de advertirse que el resta blecirbiento del derecho es una consecuencia 
lógica de la nulidad que se decreta, ya que una vez ejecutoriada la sentencia 
que así lo declara, el acto administrativo desaparece del mundo jurídico, por 
lo que los derechos y situaciones afectados deben volver a su estado inicial, 
es decir, que en las controversias, de contrato realidad hay lugar a reconocer 
las prestaciones que el contratista dejó de devengar y el tiempo cíe servicios 
con fines pensionales, pues' u' situación jurídica fue mediante un contrato 
estatal, pero que en su ejecuci5n se dieron los elementos constitutivos de una 
relación laboral, que en caso de haber sido vinculado como empleado público 

0 flnr nnr,pnrin rII mriiçtrnrIn flarmIn Prdnnin flu4tpr 



II 
Radicación: 76001-23-31-000- 11-01477-01 (0681-16) 
Demandante: EDWIN HUMBERTO LMSO VELASQUEZ 

Demandado: DAS- EN SUPRESIÓN 

Acción de nulidad y restablecimiento de) derecho - CCA. 

hubiese tenido derecho a las mismas prÉstacidnes que devengan los demás 
servidores de planta de la respectiva enticd. 

II 
Por consiguiente, no resulta procedente condenar a la agencia estatal 
demandada al pago de las prestaciones a las qie tenía derecho el contratista-
trabajador a título de reparación integral de perjuicios, dado que estas se 
reconocen como efecto de la anulacióndeI acto que las negó, pese a su 
derecho a ser tratado en igualdad de condiciones que a los demás empleados 
públicos vinculados a través de una relación legal y reglamentaria, esto es, a 
pesar de tener una remuneración constituida Sor los honorarios pactados, le 
fue cercenado su derecho a recibir % Jas prestaciones que le hubiere 
correspondido si la Administración no hubiese usado la modalidad de 
contratación estatal para esconder en la práctica una relación de trabajo. 

Pero lo anterior no es óbice para que la, perona (demandante) reclame el 
pago de los perjuicios que estime le fueron causados por el acto 
presuntamente ilegal1  pues en virtud del artículo 138 del CPACA "Toda 
persona que se crea lesionada en un derecto subjetivo amparado en una 
norma jurídica, podrá pedir que se declare- la nulidad del acto administrativa 
particular, expresa o presunto, y se le restablezca el derecho; también podrá 
solicitar que se le repare el daño", sin erribargo, aquellos deben acreditarse a 
través de los medios probatoriós que el sistema normativo prevé. 

1 1 1 

Ahora bien, en lo que atañe al ingreso sobre el cual han de calcularse las 
prestaciones dejadas de percibir por el docente vinculado por contrato de 
prestación de servicios, cabe anotar que este corresponderá a los honorarios 
pactados, ya que no es dable tener en Cuenta, en este caso, el empleo de 
planta, pues los docentes oficiales se encuentran inscritos en el escalafón 
nacional doceríte que implica remuneraciones diferenciadas según el grado 
en el que estén"`.` 

En la citada providencia la Corporación etablció las reglas jurisprudenciales a 

tener en cuenta en materia del restabíecim'nto del derecho cuando deba 

aplicarse la figura de la prescripción. 

Conforme a esa decisión, si quien pretende 'él reconocimiento de la relación 

laboral con el Estado, se excede de los tres años, contados a partir de la 

terminación de su vínculo contractual, para reclamar los derechos en aplicación 

del principio de la «primacía de la realidad sobrd las formalidades establecidas por 

los sujetos de las relaciones laborales», 'se extingue el derecho a solicitar las 

prestaciones que se deriven de aquella, pues dicha situación se traduciría en su 

desinterés, que no puede soportar el Estado, en
¡  u condición de empleador, 

No obstante, en aquellos contratos de préstación de servicios, pactados por un 

interregno determinado y que la ejecución entre uno y otro tiene un lapso de 

interrupción, frente a cada uno de ellos habrá de analizarse la prescripción a partir 

de sus fechas de finalización, puesto que uno de los fundamentos de la existencia 

10 Decreto 2277 de 1979, "pçr el cual se adoptan normas sobra p1 ejercicio de la profesión docente", artículo 36: "Derechos 
de los educadores. Los educadoras al servicio oficial gozarán de los siguientes derechos: 
(... ) 
b. Percibir oportunamente la remuneración asignada para el respectivo cargo y grado del escalafón; 
( 1 
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del contrato realidad es precisamente'  la vocación de permanencia en el servicio. 

Además se aclaró que la prescripción extintiva no se puede aplicar frente a los 

aportes para pensión, en atencin a ta condición periódica del de(echo pensional, 

que los hace imprescriptibles, f mientrasientrs que las prestaciones sociales y salariales, 

al ser pagadas por una sola vez: si son susceptibles del mencionado fenómeno.  

Eneste sentido, las reclamaciones de los apodes pensionales adeudados al 

sistema integral de seguridad 'sQcil derivados del contrato realidad, por su 

carácter de imprescriptibles y prstaqiones periódicas, también están exceptuadas 

de la caducidad del medio de control', de acuerdo con el articulo 164, numeral 1, 

letra c, del CPACA. 

Así mismo, como consecuencia indispensable para lograr la efectividad de los 

derechos del trabajador, el juezdeb&á pronunciarse, así no haya sido objeto de 

solicitud en la demanda, respectç de los apodes al sistema de seguridad social en 

pensiones, una vez deterrnin1da la existencia del vínculo laboral entre el 

demandante y la agencia estatat accionada, sin que ello implique la adopción de l t  

una decisión extra petita. 

Lo anterior, no implica la imprescriptibilidad de la devolución de los dineros 

pagados por concepto de aportes hechos por el trabajador como contratista, pues 

esto seria un beneficio propiamente económico para él, que no influye en el 

derecho pensional como tal (que se busca garantizar), sino en relación con las 

cotizaciones adeudadas al sistema de seguridad social en pensiones, que podrían 

tener incidencia al momento de liquidarse el monto pensional. 

Adicional a lo anterior se estableció q'cie el reconocimiento de las prestaciones por 

la nulidad del acto administrativo que niega la existencia de la relación laboral y 

del tiempo de servicios con fines pensionales proceden a título de restablecimiento 

del derecho y que el ingreso sobre el cual han de calcularse las prestaciones 

dejadas de percibir por el contratista corresponderá a los honorarios pactados. 

3.- Caso concreto 

En el expediente consta que entre el actor y el Departamento Administrativo de 

Seguridad - D.A.S.- en supresión, se suscribieron las siguientes de prestación de 

servicios escolta, desde el 1.1  dé mazo de 2005 al 26 de diciembre de 2008, de 

conformidad con los documentosobrantes a folios 23 a 65 A del expediente: 



Radicación: 76001-23-31-000-201 1-01477-01 (0681-16) 
Demandante: EDWIN KUMBERÇO LASSO VELASQUEZ 

Demandado: DAS- EN SUPRESION 

Acción de nulidad y  restabieciniinto del derecho - CCA. 

1.- Contrato 049 de 1 de marzo 2005. Plazo: 4 meses. Valor: $ 5'560.000.00. Inicio: 1 de 

marzo 2005 (acta de inicio fi. 28), terminación:30 iÇ0 2005. 

2.- Contrato 156 de 1 de julio de 2005. PIazo:152 metes. Valor $ 2.780.000.00. Inicio: 1 

de julio 2005. Terminá: Agosto 30 2005. 

3.- Contrato 251 de 31 de agosto de 2005. Plazo: 6jmeses. Valor: $ 9'975.873.33. Inicio 

31 agosto. Termina 28 febrero 2006.- FI. 61. Certificáción fI. 64. 

4.- Contrato 048 de 1°- de marzo de 2006. Plazó: 9 meses. Valor $ 1312.990.00. Inicio: 

1 marzo 2006. Termina: 30 noviembre 2006. (fL62) 

5.- Contrato 155 de 1 de diciembre de 2006.PIazo: 7 meses. Valor: $15799.110.00. 

Inicio 1 diciembre 2006. Termina: 1 junio 2007. 

6.- Contrato 056 de 29 de junio de 2007. Plazo: 6 meses. Valor: $ 13784.040.00. Inicio: 

1 de julio 2007. Termina: 31 diciembre 2007. (fIs. 57y 64) 

7.- Contrato 168 de 26 diciembre de 2008. Plazo: 1 año. Valor: $ 28'468.000.00. Inicio: 1 

enero 2008. Termina: 31 diciembre 2008. 

8.- Contrato 055 de 26 diciembre de 2008. plazo: 6 meses. Valor: $ 14.506.260.00. 

Inicio: 1 enero 2009. Termina: 30 de junio 2009.11 

Además, aparecen como pruebas los recibos de entrega de elementos propios 

dotados por la misma entidad demandada, paa la ejecución de las labores de 

escolta, como armamento y chalecos (folios 65 y  65 A). Y la orden de trabajo de 18 

de julio de 2006, donde se observan instr9cciopes específicas, claras y precisas 

para realización del trabajo asignado al actonttodqs relacionadas directamente con la 

labor de escolta. 

En primer lugar, corresponde a la Sala $tern{inar, en el marco del recurso de 

apelación interpuesto por la parte demandada, sj se configuró la existencia de una 

relación laboral entre el Departamento Admintstrativo de Seguridad -DAS- en 

supresión y el señor Edwin Humberto Lasso,Vel$quez, como parte demandante. 

En segundó lugar, la Sala debe precisar si el actor tiene derecho a que la entidad 

demandada le reconozca y pague el valor correspondiente a las prestaciones 

sociales, en aplicación del principio de la primacjía de la realidad sobre las formas, 

tomando en consideración todos los em91um9ntos que devengan los escoltas 

vinculados a la planta de la entidad, el valor de los descuentos por retención que 

le fueron efectuados, y los gastos en pólizs dé cumplimiento que suscribió, para 

celebrar los contratos de prestación de servicios. 

3.1- El principio de la primacía de la realidad sobre las formas establecidas 

por los sujetos de las relaciones laborales. 

El artículo 53 de nuestra Carta Política, tiene plçpa operancia en aquellos eventos 

1 1 
Ver copias de contratos y certificaciones de inicio de contratos  actas de liquidación, en cuaderno2 de pruebas, allegadas 
.....,.;,-1,..,i n,-ld n nIjnjt,,rl rl Trih,,nnl rip nrir,pn

,, 



Radicación: 7001-2-3l-000-201 1-01477-01 (0681-16) 
Den1andate:,EDWIN HUMBERTO LASSO VELASQUEZ 

DenandacI9: DAS- EN SUPRESIÓN 

Acción de nulidad y restablecimiento del derecho - OCA. 

en que se hayan celebrado contratos de prestación de servicios para esconder 

una relación laboral; de tal mrnera  que, cohfigurada la relación dentro de un 

contrato de esa modalidad, el!  efecto normativo y garantizador del principio se 

concretará en la protección dl derecho al trabajo y garantías laborales, sin 

reparar en la calificación o depominación del vínculo desde el punto de vista 

formal, con el fin de hacer valdr la relación de trabajo sobre las apariencias que 

hayan querido ocultarla. 'Y ¿ta primacía puede impon,erse tanto frente a 

particulares como al Estado. 12  

Adicionalmente, el artículo 25 constitucional establece que el trabajo es un 

derecho fundamental que goza ". . . en todas sus modalidades, de la especial 

protección de/'Estado". De ahí 4ue se decida proteger a las personas que bajo el 

ropaje de un contrato de prestación de servicios cumplan funciones y desarrollen 

actividades en las mismas condiciones que los trabajadores vinculados al sector 

público o privado, para que reciban todas las garantías de carácter prestacional, 

independientemente de las formalidades adoptadas por las partes contratantes. 

En sentencia de fecha 18 de ndviembre de 200313,  la Sala Plena del Consejo de 

Estado abordó el tema de los ,6ontrtos de prestación de servicios y en aquella 

oportunidad, negó las pretensiones de la demanda porque se acreditó en el 

plenario que en la ejecución de las órdenes suscritas por la parte actora se 

encontraba presente el elemento "coordinación". No obstante, esta pauta 

jurisprudencia¡ no resulta aplicble en los eventos en los cuales se acuda al 

elemento 'subordinación", aspecto trascendente que como se anotó, requiere ser 

acreditado plenamente en la tarea de desentrañar la relación laboral, en virtud del 

principio de primacía de la realidad sobre las formalidades. 

Para efectos de demostrar la rdjacián laboral entre las partes, se requiere que la 

parte demandante pruebe los elementos esenciales de la misma, esto es, que su 

actividad en la entidad haya sid9 personal y que por dicha labor haya recibido una 

remuneración p pago y, además, debe probar que en la relación con el 

empleador exista subordinación dependencia, situación entendida como 

aquella facultad para exigir al servidor público el cumplimiento de órdenes en 

cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo e imponerle 

reglamentos, la cual debe mantenerse por todo el tiempo de duración del vínculo. 

Además de las exigencias legalés citadas, le corresponde a la parte demandante 

demostrar la permanencia, es decir, que la labor sea inherente a la entidad y la 

equidad o similitud, que es el parámetro de comparación con los demás 

2 Ibidem. 
13  Consejo de Estado, Sala Plena, radicación U 0039-01. MP.: Dr. Nicolás Pájaro Peñaranda, Demandante: Maria Zulay 
Pmirv flrn,rn 
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Radicación: 76001-23-31-000-2011-014,77-01 (0681-16) 
Demandante: EDWIN HUMBERTO LASO VELASQUEZ 

Demandado: DAS- EN SUPRESiÓN 

Acción de nulidad y restablecimiento de¡ derecho - CCA, 

empleados de planta, requisitos necesarios establecidos por la jurisprudencia14  

para desentrañar de la apariencia del contrato de prestación de servicios una 
It 

verdadera relación laboral. 

Adicional a lo anterior, y sin perjuicio de qu 
1 
e pueda declararse la existencia de la 

relación laboral y puedan reconocerse derechos 'económicos laborales a quien fue 

vinculado bajo la modalidad de contrato de prestación de servicios que ocultó una 

verdadera relación laboral, por este sólo heho ¿íe estar vinculado no se le puede 

otorgar la calidad de empleado público, dado que para ello es necesario que se 

den los presupuestos de nombramiento o elección y su correspondiente posesión 

corno lo ha reiterado esta Corporación en diferentes fallos, entre los cuales cabe 

resaitr la sentencia del 28 de julio de 2005, Exp. 5212-03, C.P. Tarcisio Cáceres 

Toro, la cual efectuó un análisis de la forina de vinculación de los empleados 

públicos, precisando que: 

)'para  que una persona natural desénpeíie un EMPLEO PÚBLICO, EN 
CALIDAD DE EMPLEADO PÚBLICO (RELACIÓN LEGAL Y 
REGLAMENTARIA) que se realice su ¡hareso al servicio público en la 
forma establecida en nuestro régime/fr vale decir, requiere de la 
desiqnación válida (nombramiento o elécción, seqún el caso) sequida de 
la posesión para poder entrar a ejercer 1as fuáciones del empleo. Con ello la 
persona nombrada y posesionada es quien se ha/la investida de las 
facultades y debe cumplir sus obligaciones y prestar e/ servicio 
correspondiente". r 

it 

Así es dable concluir que, no por el hechqde taber laborado para el Estado se 

adquiere la calidad de empleado público, dadas las  condiciones especiales que se 

predican de dicha vinculación establecidas en la Constitución y la Ley. 

De otra parte, al reunir los elementos de juicio bara que se declare una relación 

laboral entre quien prestó el servicio y la entidad que se benefició con el mismo, se 

debe reconocer el derecho a obtener las prerrbgativas de orden prestacional15. 

Sobre el punto es dable destacar lo reiteiado en diversos pyonunciarnientos de 

esta Sección, referente al reconocimiento a1  título de indemnización reparatoria de 

las prestaciones sociales dejadas de percibir, en, los siguientes términos: 

"El fundamento según el cual el contratista que desvirtúa su situación no se 
convierte automáticamente en empleado público, no restringe la posibilidad de 
que precisamente luego de probarla subordinación se acceda a la reparación 
del daño, que desde luego no podrá consistir en un restablecimiento del 

14 consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección 5, sentencia deecha 29 de septiembre de 2005, radicación Nro. 
68001-23-15-000-1998-01445-01, referencia Nro. 02990-05, act&: Mónida María Herrera Vega, demandado: Municipio de 
Floridabianca, cF.: Dr. Tarsicio Cáceres Toro. 

15 Sentencia de 15 de Junio de 2006, Consejo de Estado, Secciqn Segunda, Subsección "5", radicación No. 2603-05, CF. 
Dr. Jesús María Lemos Bustamante, en esta ocasión se bxpuso que: "cuando existe contrato de prestación de servicios 
entre una persona y una entidad pública y se demuestra la existencia de los tres elementos propios de toda relación de 
trabajo, esto es, subordinación, prestación personal y remuneración, surge e( derecho a que sea reconocida una relación de 
trabajo que, en consecuencia, confiere al trabajador las prerrogatKas de orden prestacionai'. 

"En consecuencia, se reconocerá una indemnización por las prestaciones sociales dejadas de percibir, para cuya 
en tr,mnr rnmn hnen al rnInr dat tacr,ertiun nnntrain ,'kr,rdan rin nrpctri,Çn H. qnrvirir,c" 



Radicación:,7q001-23,31-000-2011-01477-01 (0681-16) 
Demandante: JIDWIN HUMBERTO LASSO VELASQUEZ 

Denndadoi DAS- EN SUPRESIÓN 

Acción de nuh4ad y retableclmlento del derecho - CCA. 

derecho como el reintegro, n1 el pago de los emolumentos dejados de percibir, 
pues evidentemente el cargo no existe en la planta de personal, pero sí el 
pago de la totalidad de las prestaciones sociales que nunca fueron 
sufragadas.. . 

Respecto a la liquidación de )a condena, encuentra la Sala, que es razonable 
la posición que ha venido sosteniendo la Sección Segunda al ordenar a título 
de reparación del daño, el papo de las prestaciones sociales, con base en los 
honorarios pactados en el contrato, pues en razón a la inexistencia del cargo 
en la planta de personal dichos molumentos son la única forma de tasar 
objetivamente los perjuiciosf  ya ,que la otra forma sería asimilarlo a un 
empleado de condiciones parecidas presentándose una situación subjetiva de 
la Administración para definiÁ esta 'identidad, implicando reabrir la liscusión al 
momento de ejecutar la sentncia"-16 . 

Ahora bien, con el fin de deterrçinar 4cuá1es son las prestaciones sociales que se 

deberán reconocer al decIarars unarelación de carácter laboral, la Sala acude a 

la clasificación que se ha hecho de estas prestaciones sobre la base de quien 

debe asumirlas. 

En ese orden de ideas, se enóUentran las que son asumidas por el empleador 

directamente y las que se prestan o se reconocen de forma dineraria por el 

Sistema de Seguridad Social IntegraL. 

Dentro de las prestaciones que están a cargo directamente,  del empleador se 

encuentran las ordinarias o -comunes como son entre otras las primas y las 

cesantías; por otra parte, las prestacibnes sociales que se encuentran a cargo del 

Sistema Integral de Seguridad Sbcialson la salud, la seguridad social, los riesgos 

profesionales y el subsidio fami liar, que para ser asumidas o reconocidas por 

cada sistema debe mediar una cotización. 

Así, que en caso de que exista4 un contrato de trabajo o -se posea la calidad de 

servidor público, la cotización debe:realizarse por el empleador en el caso del 

sistema de riesgos profesionale y dé] sistema Øe subsidio familiar y en el caso de 

cotizaciones a los sistemas de pensión y salud, deben realizarse por el empleador 

y el empleado en forma compartida §egún los porcentajes establecidos en la Ley 

para cada caso. La cotización al sistema de pensiones es del 16% del ingreso 

laboral la cual debe realizarse en un 75% por el empleador y en un 25% por el 

empleado; la cotización al sistema de salud es el 12.5% de lo netamente 

devengado correspondiéndole alemieador el 8.5 % y al empleado 4%. 

Teniendo claro lo anterior, se advierte que la Sección Segunda de esta 

Corporación ha sostenido que es viable condenar y liquidar las prestaciones 

ordinarias, pero que no sucede lo mismo con las prestaciones que se encuentran 

a cargo de los sistemas de Seguridad Social en los siguientes términos: 

16  consejo de Estado. Sección Segunda. Sentencia del 19 de febrero de 2009. Rad. 3074-05. C.P. Beríha Lucía Ramirez de 
pp, 



Radicación: 76001-23-31-000-2911-014')77.01 (0651-16) 
Demandante: EDWIN HUMBERTP  LASO VELASQUEZ 

Demandado: IDAS- EI SUPRESIÓN 

Acción de nulidad y restablecimnto de derecho - CCA. 

"En lo relativo a las prestaciones sociales comunes u ordinarias, esta Sala no 

advierte dificultad para su condena y liquidacibn, pues están establecidas en 

las normas especiales que rigen dicha situación y su pago está a cargo del 

empleador; sin, embargo; tratándose de las prestaciones compartidas y 

aquellas que cumplen un fin social, la sitl1iacióp debe ser analizada con otros 

criterios dependiendo del sujeto activo que efecfúa la cotización"17 . 

II 

Por lo expuesto es dable concluir que en el cato de las prestaciones sociales a 

cargo de los sistemas de salud y perl$ionçs, cubiertas por las entidades 

respectivas, derivadas de la financiación de las cotizaciones que efectúan las 

partes quejntegran la relación laboral, la entidad tendrá que aportar la cuota parte 

que dejó de trasladar a las entidades de seguridad social a las cuales cotizaba el 

contratista y no por la totalidad de la cotización que debía efectuar el actor. 

De acuerdo a las pruebas señaladas, el ac(or efectivamente prestó sus servicios a 

través de la modalidad de contratos de prestacipn de servicios que se relacionan 
J anteriormente, a la entidad entre el 1 de narzo  de 2005 hasta el 30 de, junio de 

2009, de manera consecutiva e ininterrumpjtia, 19 que demuestra continuidad en la 

prestación del servicio. 

El demandante presentó petición ante 4e1 RAS  con el fin de solicitar el 

reconocimiento jurídico de una relación laboral ktre las partes, la nivelación del 

actor al cargo existente en la planta de perstbnal ? con base en ello, la liquidación y 

pago de las sumas a que haya lugar (folios 5 a 1 de la demanda). 

3.2 - Acto administrativo demandado 

Mediante oficio de 3 de mayo de 2011, visibe a folios 2 a 4, suscrito por el Jefe de 

la Oficina Seccional del Departamento Adrpinisrativo de Seguridad del Valle del 

Cauca - en supresión, la entidad negó la soJicitu del señor Lasso Velásquez. 

En síntesis, explicó que no era procedente` reconocer ningún tipo de emolumento 

al actor, puesto que éste prestó sus servicios de escofta a través de contratos de 

prestación de servicios, de manera coordihda y no subordinada respecto de la 

entidad y que por ello, este vínculo no tuvo la ponnotación ni los efectos de una 

relación laboral. 

Observa la Sala que el señor Edwin Humb&to Lasso Velásquez prestó sus 

servicios de escolta para el Departamento Administrativo de Seguridad —DAS, 

mediante contratos de prestación de servics, desde el 1 de marzo de 2005 al 30 

de junio de 2009. (Folios 23 y  siguientes). 

  

' consejo de Estado. sección segunda, Sentencia del 27 de feJrero de 7014. Rad. 1994-13. C.P. Bertha Lucia flamirez de 



Radicación: 76001-23-31-000-2011-01477-01 (0681-16) 
Demandante: EDWIN HUMBERTO LASSO VELASQUEZ 

Demandado: DAS- EN SUPRESIÓN 

Acción de nultad y ¿stablecimiento del derecho - OCA. 

El objeto común de los contratos era el siguiente: "el CONTRATISTA en virtud de 

sus condiciones personales se compromete ppça con el D.A.S a pres far los 

servicios de protección; con sede p'incipal en la ciudad de Cali (Valle) y 

eventualmente en la ciudad donde se asigne el esquçma protectivo, dentro del 

componente seguridad a personas, del Programa de Protección a Dirigentes 

Sindicales, Organizaciones Sociales y Defensores de Derechos Humanos, 

conforme a las medidas de seguridad aprobadas por el Comité de Reglamentación 

y Evaluación de Riesgos del Ministerio del Interior y de Justicia".(ver cláusula 

primera de los respectivos contratos, las -cuales coinciden en su contenido y 

redacción, a folios 23 y  ss.) 

Advierte la Sala que en desarrollo del objeto contractual, el actor debía prestar 

servicios de seguridad a determinadas personas, utilizando los medios de 

defensa, transporte y comunicación suministrados por la entidad; también debía 

comunicar permanentemente al supervisor del contrato o al inspector de turno, 

cualquier novedad en el desarrollo de sus actividades18. También debía certificar 

su permanencia en el territoriode los distintos municipios donde prestaba sus 

servicios, precisando las horas de entrada y salida de cada uno19. 

Lo anterior evidencia que por la naturaleza de la función, el demandante prestaba 

sus servicios dentro de un estricto marco temporal y espacial, sujeto a las precisas 

instrucciones dictadas por la entidad; en este caso, el atento y constante 

seguimiento a las directrices de la entidad tenía vital importancia, por tratarse del 

cuidado de una persona en especial situación de riesgo. 

Por ello, para la Sala está comprobado que el desarrollo del contrato implicaba 

una relación que iba mucho más allá de la coordinación, ya que el escolta 

contratista no podía adelantar su labor en las circunstancias de tiempo, modo y 

lugar que considerara adecuadas, siempre que cumpliera con los resultados, sino 

que desarrollaba una actividad minuciosamente estructurada y vigilada, para evitar 

riesgos de seguridad sobre los protegidos. 

El Decreto 1951 de 4 de septiembre de 199320,  adicionó a la nomenclatura y 

codificación de empleos del DAS el cargo de agente escolta, código 205, grado de 

remuneración 5, perteneciente al área operátiva, cuya función general era "prestar 

los servicios de protección a personas)  contra riesgos, peligros o amenazas que 

puedan generar perturbaciones de orden público". 

'Folios 59. 
Certificados de servicio visibles a folios 60 a 67., 

20  "Por el cual se adicione la nomenclatura de los empleos del Departamento Administrativo de Seguridad, se describo la 
na(,.rr1p,n rin una ,innnmir,arj,jn n filan 1.,,, ran,dqitnt, mfnirnn,, nam Q's rlacpmnp,in Ii oa curtan ntraa ,licnnirinnpc 
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Radicación: 76001-23-31-000-2011-01477-01 (0681-16) 
Demandante: EDWIN HUMBERTO LASSO VELASQUEZ 

Demandado: DAS- EN SUPRESIÓN 

Acción de nulidad y restablecimiento del derecho - CCA. 

A su vez, la Resolución 01759 del 17 de agosto de 2004, manual específico de 

funciones y requisitos a nivel grado del DAS, señaló como funciones del cargo 

descrito, las siguientes: 

`1. Realizarlas actividades tendientes a lograr-la protección de las personas a 
las cuales el DAS les presta servicio de seguridad, según el programa para el 
cual fue nombrado, utilizando los medk?s lo'gisticos adecuados dentro del 
marco jurídico que señala la ley y los reglmentos; 

2. Conducir los vehículos' de la lnstitución"cuando las necesidades del servicio 
lo requieran previo cumplimiento de los requisitos legales; 

3. Reportar oportunamente al superior soØre lç.s desplazamientos que realice 
el protegido dentro y fuera de la ciudad; 

4. Mantener en buen estado el vehículo, çpuip, armas y demás elementos de 
dotación; 

5. Contribuir con sugerencias, iniciativas y propuestas que propicien un 
eficiente servicio de seguridad; ' - 

6. Las demás funciones que le sean asignadás de acuerdo con el nivel, la 
naturaleza y el área de desempeño del cargo' 

De la comparación entre dichas funciones y el objeto de los contratos, la Sala 

concluye que el actor, como escolta, cumplía las' mismas funciones esenciales que 

aquellos que estaban vinculados en pla?jta, bajo un marco de subordinación 

específico y con una retribución mensual por su labor, de manera que la vinculación 

por contrato de prestación de servicios era una simple ficción, queencubría una 

verdadera relación laboral con la entidad. 

Respecto a las prestaciones sociales, en sentencia de unificación del 25 de agosto 

de 2016, esta Corporación sostuvo: 

"El restablecimiento del derecho es una consecuencia lógica de la nulidad que se 
decreta, ya que una vez ejecutoriada la sentencia que aØ lo declara, el acto 
administrativo desaparece del mundo jurídico, por lo que los derechos y 
situaciones afectados deben volver a su estado inicial, es decir, que en las 
controversias de contrato realidad hay lugar a reconocer las prestaciones que el 
contratista dejó de devengar y el tiempo de servicios con fines pensionales, pues 
su situación jurídica fue mediante un contrato estatal, pero que en su ejecución 
se dieron los elementos constitutit>os de una relación laboral, que en caso de 
haber sido vinculado como empleado público hubiese tenido derecho a las 
mismas prestaciones que devengan los demás servidores de planta de la 
respectiva entidad (...)

'21  

Así las cosas, deben reconocerse las prestaciones sociales que el contratista dejó de 

devengar con ocasión de la modalidad de vinculación a través de contratos de 

prestación de servicios, y tener ese tiempo como efectivamente laborado para 

efectos pensionales. La liquidación de las prestaciones sociales se hará con base en 

los honorarios pactados en los contratos suscritos entre la entidad y el 

demandante22, 

21 consejo de Estado. Sección Segunda. Sentencia de 5 de agosto de 2016. Radicación: 23001-23-33-000-2013-00260-
01 (0088-15) CE-SUJ2-005-16. C.P. Carmelo Perdomo Cuóter. 
22 consejo de Estado. Sección segunda. Subsección B. Sentenpia de Ç de octubre de 2016. Radicación: 66001-23-33-000-

rO Cendro iet lhrr.',/Mp7 



Radicación: 76001-23-31-000-2011-01477-01 (0681-16) 
Demandante: EDWIN HUMBERTO LASSO VELASQUEZ 

Demandado: DAS- EN SUPRESIÓN 

Acción de nulidad y restablecimiento del derecho - CCA. 

En lo relacionado con la extinción de los derechos que se derivan de la declaratoria 

de existencia de la relación laboral, en la misma sentencia de unificación, la Sala 

manifestó que "quien pretenda el reconocimiento dé la relación laboral con el Estado 

y, en consecuencia, el pago de las prestaciones derivadas de esta, en aplicación del 

principio de la primacía de fa réáiidad sobre las formalidades, deberá reclamarlos 

dentro del término de tres años contados a partir de la terminación de su vínculo 

contractual ( ... ) Sin embargo, no aplica el fenómeno prescriptivo frente a los aportes 

para pensión, en atención a la condición periódica del derecho pensional y en 

armonía con los derechos conshtuciinales a la igualdad e irrenuncíabilidad a los 

beneficios mínimos laborales y los principios de in dubio pro operario, no 

regresividad y pmgresividad". 

En el presente caso, observa la Sala que el actor prestó sus servicios hasta el 30 de 

junio de 2009 y  efectuó la reclamabión ante la entidad el 7 de abril de 2011 (Folios 5 

ss), es decir, dentro del término prescriptivo para exigir las prestaciones sociales 

derivadas de la declaratoria de la relación laboral. 

Por último, en cuanto a los aportes para pensión, la entidad deberá calcular el 

ingreso base de cotización con base en los honorarios pactados para la época en 

que el actor prestó sus servicios y con base en ello, cotizar al respectivo fondo de 

pensiones la suma faltante por concepto de apodes a pensión solo en el 

porcentaje que le correspondía como empleador, por lo que el demandante deberá 

acreditar las cotizaciones que realizó al mencionado sistema durante sus vínculos 

contractuales y en la •eventualidad de que no las hubiese hecho o existiese 

diferencia en su contra, tendrá que efectuar los aportes correspondientes. 

OBSERVACIÓN FINAL. Observa la Sala que a folios 132 a 152 del expediente 

aparecen documentos relacionados con otro proceso (Demandante: EDWIN 

FERNANDO GUETTE DOSMAN), Radicado 7600133310032012-00078-00, al 

parecer equivocadamente allegados al presente expediente. Por lo tanto, debe 

ordenase su desgióse y advertid de lh irregularidad al Tribunal de origen, que es el 

mismo, para que se tomen las medidas necesarias. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Segunda, Subsección A, administrando justicia en nombre 

de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA 

PRIMERO: CONFIRMAR parcialmente la sentencia de 13 de octubre de 2015, 

proferida por el Tribunal Administrativo de Valle del Cauca, que accedió parcialmente 

a las pretensiones de la demanda, de conformidad con lo expuesto en la parte 

motiva de esa sentencia. 

-e 
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Radicación: 76001-23-31-000-2011-01477-01 (0681-16) 
Demandante: EDWIN HUMBERTO LASSO VELASQUEZ 

Demandada: DAS- EN SUPESIÓN 

Acción de nulidad y restablecimiento deLderecho - CCA. 

SEGUNDO: MODIFICAR el numeral tercei'b d1 fallo recurrido, en el sentido de 

ordenar a la Unidad Nacional  de Protecció'n cotizar al respectivo fondo de 

pensiones la suma faltante por concepto de apodes a pensión solo en el 

porcentaje que le correspondía como empleador, debiendo acreditar la parte 

actora las cotizaciones que realizó al mencionado sistema durante sus vínculos 

contractuales y en la eventualidad de que no las hubiese hecho o existiese 

diferencia en su contra, tendrá la carga de Lanc4ar o completar, según el caso, el 

porcentaje que le incumbía como trabajador 

1, 

TERCERO: Reconocer personería al doctor VOLMAR REINALDO YOMAYUSA 
ji 

MURCIA, identificado con c.c. 80.187.283 y  TP/278.006 del C.S. de J., para que 

actúe como apoderado de la entidad demandada, en los términos y para los fines 

del poder que obra a folios 283 a 288. 

¼! 

CUARTO: Ordenar el desglose de los folios32 a 152 del expediente, relacionados 

con el proceso donde aparece como Demandante: EDWIN FERNANDO GUETTE 

DOSMAN), Radicado 76Ó0133310032012-00078-00, y advertir de la irregularidad 

al Tribunal Administrativo del Valle del Cuca para que se tomen las medidas 

necesarias. 

QUINTO.- Una vez realizadas las anotaciones rçorrespondientes en el programa 

"Justicia Siglo XXI" y ejecutoriada el p
f
ovidencia. SE DEVOLVERÁ el 

expediente al Tribunal de origen. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

La anterior providencia fue discutida y aprobac&por la Sala en sesión de la fecha. 

NÁNDEZ GABRIEL VAL 

WILLl " ERNÁN!.EZG.t  FAr FRA  ÁRÉZ VARGAS 


